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

En Culiacán, Sinaloa, a las nueve horas con cuarenta y 
cuatro minutos del nueve de septiembre de dos mil veintiséis, 
Carlos Reyes Flores, Juez Primero de Distrito en el Estado de 

Sinaloa, quien actúa con Alejandro Díaz Juárez, secretario que 

autoriza y da fe, procede a celebrar la audiencia prevista en el 

numeral 124 de la Ley de Amparo, sin la comparecencia de las 

partes.

Abierta la audiencia, el secretario hace relación de las 

constancias de autos, entre las que se encuentran: escrito inicial de 

demanda y anexos; auto de doce de agosto de dos mil veintiséis 
que proveyó sobre su admisión; constancia de notificación a la parte 

quejosa, Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito, 

autoridad responsable, así como auto en que se agregó el informe 

justificado rendido por la autoridad responsable. 

Así como las demás constancias que forman parte del 

sumario, sin que sea necesario que se plasmen más datos de éstas, 

y que por ese motivo se irrogue perjuicio a las partes, pues en caso 

de invocarlas en el fallo constitucional, ahí se hará la 

correspondiente descripción.

Como apoyo de lo anterior, se cita la tesis 2a. XLVI/98, 

dictada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Novena Época, página 254, 

registro 196531, que no se contrapone a los postulados de la Ley de 

Amparo vigente, y establece: 

“PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO. SU FALTA DE 
RELACIÓN EN LA AUDIENCIA RESPECTIVA, POR SÍ SOLA, NO 
CAUSA AGRAVIO A LAS PARTES. El artículo 155 de la Ley de 
Amparo impone al Juez de Distrito la obligación de que, al celebrar 
la audiencia constitucional, observe el siguiente orden: reciba las 
pruebas, los alegatos y el pedimento del Ministerio Público Federal 
y, finalmente, dicte el fallo correspondiente, pero no lo constriñe a 
relacionar, formal y expresamente, en particular, cada una de las 
pruebas ofrecidas por las partes, situación que, por sí misma, no les 
podría causar agravio alguno ni las dejaría en estado de indefensión, 
lo que solamente podría presentarse si las pruebas fueran valoradas 
indebidamente o no fueran tomadas en consideración al sentenciar, 
lo que sí sería violatorio del precepto citado.”
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Acto seguido, el secretario certifica: que el cuatro de 
septiembre de dos mil veintiséis, se ordenó dar vista a las partes 

con el informe justificado rendido por la autoridad responsable, por lo 

que aún no transcurre el término de ocho días que prevé el artículo 

117 de la Ley de Amparo, para que las demás partes se impongan 

de su contenido. 

A lo anterior, el juez acuerda: téngase por hecha la relación 

que antecede para los efectos legales a que haya lugar.

Ahora bien, este juzgador federal considera innecesario que 

la presente audiencia se difiera dado que no ha transcurrido la vista 

que se dio a las partes con el informe justificado rendido por las 

autoridad responsable, pues esto sólo implicaría la persistencia de 

las violaciones alegadas por la parte quejosa; es decir, la celeridad a 

que se refiere el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; además de que, como quedará 

precisado en párrafos posteriores, el sentido del fallo no les deparará 

ningún perjuicio.

Acto continuo, se abre la etapa probatoria, contándose 

con las documentales ofrecidas por la parte quejosa en su escrito 

inicial de demanda.

A lo anterior el Juez dispuso: con fundamento en el artículo 

119 de la Ley de Amparo, se admiten y se tienen por desahogadas 

en razón de su naturaleza las pruebas relacionadas con antelación. 

Se cierra la etapa de pruebas.

Se abre la fase de alegatos, en la que se hace constar que 

ninguna de las partes los formuló. Se cierra la etapa de alegatos, 
sin pruebas que desahogar ni promoción pendiente de acordar, el 

juez procedió a dictar la siguiente resolución: 

Vistos para resolver los autos del juicio de amparo 

1064/2026, promovido por  **** ******* ****** *******, contra 

actos del Director de Recursos Humanos de la Secretaria de 
Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de Sinaloa, 

con residencia en esta ciudad; y,
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
R E S U L T A N D O:

I. Por escrito presentado el diez de agosto de dos mil 
veintiséis, en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados 

de Distrito con residencia en esta ciudad, que por razón de turno 

correspondió conocer a este Juzgado Primero de Distrito,  **** 

******* ****** ******* demandó el amparo y protección de la 

Justicia Federal contra las autoridades y por el acto que se precisará 

en el considerando segundo de esta sentencia.

II. En auto de doce de agosto del año en curso, se admitió 

la demanda de amparo registrándose bajo el número 1064/2026, se 

pidió a la autoridad responsable su informe justificado, se ordenó 

emplazar a juicio a la parte tercero interesada, y se dio la vista 

correspondiente al Agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrito.

III. Finalmente, seguido el juicio por todos sus trámites 

legales, la audiencia constitucional se celebró al tenor del acta que 

antecede.   

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Este Juzgado Primero de Distrito en el Estado de 

Sinaloa, es competente para conocer y resolver el presente juicio de 

amparo, de conformidad con los artículos 103, fracción I y 107, 

fracciones I, VII y XV de la Constitución General de la República, 1, 

fracción I, 33, fracción IV, 37, párrafo tercero y 107, fracción V, de la 

Ley de Amparo, así como 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, en relación con el punto cuarto fracción XII del 

Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, toda vez que se reclama una omisión atribuida a una 

autoridad con residencia en el territorio en el cual este Juzgado 

Federal ejerce jurisdicción, aunado a que la demanda se presentó en 

esta ciudad.

SEGUNDO. Conforme al artículo 74, fracción I, de la Ley de 

Amparo, es conveniente precisar cuáles son los actos reclamados 

en el presente juicio para la tutela de derechos fundamentales, y 

para ello se debe interpretar el escrito de demanda en su integridad, 
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con un sentido de liberalidad y no restrictivo, para determinar con 

exactitud la intención de la parte promovente, del que se advierte 

que reclama:

Al Director de Recursos Humanos de la Secretaria de 
Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de Sinaloa, 
con residencia en esta ciudad:

- La omisión de dar respuesta a las peticiones formuladas por 

escritos de fechas diecinueve de junio y catorce de julio, ambos del 

dos mil veintiséis. 

TERCERO. Existencia de los actos reclamados. La 

autoridad responsable Procurador Fiscal del Estado de Sinaloa en 

representación de la Directora de Recursos Humanos de la 
Secretaría de Administración y Finanzas, con residencia en esta 
ciudad, al rendir su respectivo informe justificado reconoció la 

existencia de la omisión que se le reclama.

CUARTO. Innecesaria transcripción de los conceptos de 
violación. En atención a que este órgano jurisdiccional no advierte de 

oficio que se actualice alguna causa de improcedencia, ni las partes 

hicieron valer alguna, procede el análisis de los conceptos de 

violación contenidos en la demanda, que se tienen por reproducidos 

como si a la letra se insertaran, al no ser necesaria su transcripción.

QUINTO. Estudio de fondo. En su concepto de violación, la 

parte quejosa aduce que la autoridad responsable ha omitido dar 

respuesta a los escritos dirigidos a la Secretaría de Administración y 

Finanzas del Gobierno del Estado de Sinaloa, con residencia en esta 

ciudad, de fecha diecinueve de junio (recibido el veintidós 
siguiente) y catorce de julio, ambos de dos mil veintiséis, lo que 

transgrede su derecho fundamental de petición reconocido en el 

artículo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos. 

Resulta fundado el argumento vertido por el impetrante, 
por lo que procede conceder el amparo y protección de la 
Justicia de la Unión.
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
Al respecto, es necesario señalar que el derecho 

fundamental reconocido en el artículo 8 de la Constitución, constriñe 

a las autoridades del Poder Público a respetar el derecho de petición 

de los particulares, que se traduce en la obligación de dar 
respuesta a toda petición que se le formule, siempre y cuando 
ésta sea por escrito, de manera pacífica y respetuosa; por lo que 

a fin de respetar cabalmente ese derecho fundamental, la autoridad 

debe emitir un acuerdo por escrito en el que dé respuesta 

congruente a la petición del gobernado, que harán de su 

conocimiento en breve término.

En efecto, sobre ese particular el artículo 8 Constitucional, 

dispone textualmente lo siguiente: 

“Artículo 8. Los funcionarios y empleados públicos 
respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se 
formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en 
materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho, los 
ciudadanos de la República.

A toda petición, deberá recaer un acuerdo escrito, de la 
autoridad a quien va dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo 
conocer en breve término al peticionario”.

Al respecto es aplicable la tesis jurisprudencial XXI.1º. 

P.A.J/27, del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, visible en la página 

2167, del Tomo XXXIII, Marzo de 2011, del Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, que dice:

“DERECHO DE PETICIÓN. SUS ELEMENTOS. El 
denominado “derecho de petición, acorde con los criterios de los 
tribunales del Poder Judicial de la Federación, es la garantía 
individual consagrada en el artículo 8º de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en función de la cual cualquier 
gobernado que presente una petición ante una autoridad, tiene 
derecho a recibir una respuesta. Así, su ejercicio por el particular y la 
correlativa obligación de la autoridad de producir una respuesta, se 
caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: debe 
formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una 
autoridad y recabarse la constancia de que fue entregada; además 
de que el peticionario ha de proporcionar el domicilio para recibir la 
respuesta. B. La respuesta: la autoridad debe emitir un acuerdo en 
breve término, entendiéndose por éste el que racionalmente se 
requiera para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser 
congruente con la petición y la autoridad debe notificar el acuerdo 
recaído a la petición en forma personal al gobernado en el domicilio 
que señaló para tales efectos, sin que exista obligación de resolver 
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en determinado sentido, esto es, el ejercicio del derecho de petición 
no constriñe a la autoridad ante quien se formuló, a que provea de 
conformidad lo solicitado por el promovente, sino que está en 
libertad de resolver de conformidad con los ordenamientos que 
resulten aplicables al caso, y la respuesta o trámite que se dé a la 
petición debe ser comunicada precisamente por la autoridad ante 
quien se ejercitó el derecho, y no por otra diversa.”

En relación con lo anterior, el artículo 142 de la Constitución 

Política del Estado de Sinaloa, prevé:

“Art. 142. Cuando las leyes no señalen término, se entenderá 
el de diez días para que la autoridad ante quien se ejerza el derecho 
de petición dicte el proveído respectivo.”

Ahora bien, en el caso, de las documentales que anexó el 

impetrante a su demanda de amparo, se advierte que el veintidós 
de junio y catorce de julio, ambos de dos mil veintiséis, presentó 

dos escritos ante la Secretaría de Administración y Finanzas del 

Gobierno del Estado de Sinaloa con residencia en esta ciudad.

Por su parte, la autoridad responsable Procurador Fiscal del 

Estado de Sinaloa en representación de la Directora de Recursos 
Humanos de la Secretaría de Administración y Finanzas, con 
residencia en esta ciudad, al rendir informe justificado manifestó 

que es cierta la omisión que se le reclama.

En tales condiciones, a fin de dar cabal cumplimiento al 

derecho fundamental reconocido en el artículo 8 de la Constitución 

Federal, la autoridad responsable debió emitir en breve término un 

oficio por escrito en el que diera respuesta congruente a las 

solicitudes formuladas por el impetrante y de inmediato debió hacer 
de su conocimiento esa respuesta mediante la notificación 
correspondiente.

Sin embargo, esa actividad de las dependencias públicas no 

quedaron justificadas por la autoridad responsable, pues no 

comprobaron la emisión de una respuesta congruente a la petición 

formulada por el quejoso, y por ende, tampoco demostró que se la 

haya dado a conocer en breve término, como lo exige el artículo 8 de 

la Constitución.

Lo que pone en evidencia la transgresión de ese precepto 

constitucional, pues desde la fecha de presentación de la solicitud 
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
(veintidós de junio y catorce de julio, ambos de dos mil veintiséis) 

hasta la de promoción de la demanda de amparo (diez de agosto de 

dos mil veintiséis), transcurrieron más de diez días, tiempo que se 

considera suficiente para la emisión de una respuesta sobre el 

particular de conformidad con el artículo 142 de la Constitución 

Estatal.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que aparece publicada en 

la página 39, Volumen Tercera Parte, del Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación, que dice:

“PETICIÓN, DERECHO DE. CONCEPTO DE BREVE 
TÉRMINO. La expresión "breve término" a que se refiere el artículo 8 
constitucional, es aquél en que racionalmente puede estudiarse una 
petición y acordarse.”

En el entendido que el derecho fundamental reconocido en el 

artículo 8 constitucional no implica que la autoridad responsable se 

encuentre obligada a acceder a la solicitud del quejoso, pues en 

dicho numeral únicamente se vincula al ente público a dar respuesta 

congruente a lo solicitado, más no a acodar de conformidad la 

petición si ésta se considera improcedente.

En tales condiciones, en virtud de que las autoridades no 

acreditaron el cumplimiento de los aspectos que comprende el 

derecho fundamental de petición, es decir, no comprobaron que se 

haya dado respuesta por escrito a las solicitudes elaboradas por el 

impetrante mediante escritos de fechas diecinueve de junio 
(recibido el veintidós siguiente) y catorce de julio, ambos de 
dos mil veintiséis, que ésta fuera congruente con lo solicitado y que 

le fueran notificadas; por tanto, lo procedente es conceder el 
amparo y protección de la Justicia Federal solicitado, para los 

efectos que se precisan en el siguiente apartado.

SEXTO. Efectos de la concesión del amparo. En las 

relatadas consideraciones, en términos del artículo 77 de la Ley de 

Amparo, lo procedente en el caso es conceder el amparo y 

protección de la Justicia Federal a la parte quejosa, para el efecto 

de que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, la 

autoridad responsable de inmediato de respuesta de manera 
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congruente a las peticiones que les formuló el quejoso mediante 

escritos recibidos el veintidós de junio y catorce de julio, ambos 
de dos mil veintiséis, y la notifique.

Encuentra apoyo lo anterior, en la tesis sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

localizable en la página 127 del Volumen 205-216, Tercera Parte, del 

Semanario Judicial de la Federación, correspondiente a la Séptima 

Época, que dice:

“PETICIÓN, DERECHO DE. CORRESPONDE A LA 
AUTORIDAD COMUNICAR AL INTERESADO, EN BREVE 
TÉRMINO, TANTO LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA COMO, EN SU 
CASO, LOS TRÁMITES RELATIVOS A SU PETICIÓN. Las 
garantías del artículo 8o. constitucional tienden a asegurar un 
proveído sobre lo que se pide; impone a las autoridades la 
obligación de dictar a toda petición hecha por escrito, esté bien o mal 
formulada, un acuerdo, también por escrito, que debe hacerse saber 
en breve término al peticionario. Se viola la garantía que consagra el 
artículo 8o. constitucional cuando no se comunica por escrito algún 
acuerdo recaído a la solicitud; y la sola negativa de los actos 
reclamados por la autoridad responsable, tratándose de la violación 
al artículo 8o. constitucional, fundada en que se dio respuesta a la 
solicitud formulada por el gobernado, no es bastante para tenerla por 
cierta, en virtud de que, dada la naturaleza propia de los actos 
reclamados, habiendo reconocido la autoridad que se le formuló la 
solicitud por escrito, corresponde a la propia autoridad demostrar el 
hecho positivo de que sí hubo la resolución respectiva y de que se 
hizo del conocimiento del peticionario. Por último, el artículo 8o. 
constitucional se refiere, no sólo al derecho que los gobernados 
tienen para que se les haga conocer la resolución definitiva que 
pone fin a su petición, sino también a los trámites que se vayan 
cumpliendo en los casos en que la ley requiera la sustanciación de 
un procedimiento, imponiendo a las autoridades la obligación de 
hacer saber en breve término a los interesados todos y cada uno de 
los trámites relativos a sus peticiones”.

Asimismo, en la jurisprudencia sustentada por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que bajo el 

número 79, aparece publicada en la página 89, Tomo III, Materia 

Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-

2000, que dice:

“PETICIÓN, DERECHO DE. FORMALIDADES Y 
REQUISITOS. La garantía que otorga el artículo 8. Constitucional no 
consiste en que las peticiones se tramiten y resuelvan sin las 
formalidades y requisitos que establecen las leyes relativas; pero sí 
impone a las autoridades la obligación de dictar a toda petición 
hecha por escrito, esté bien o mal formulada, un acuerdo también 

A
L

E
JA

N
D

R
O

 D
IA

Z
 JU

A
R

E
Z

706a6620636a6633000000000000000000016b43
07/05/29 12:50:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



9


por escrito, que debe hacerse saber en breve término al 
peticionario”.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 73, 74 

y 77 de la Ley de Amparo, se:

R E S U E L V E

ÚNICO. La Justicia de la unión ampara y protege a **** 

******* ****** *******, contra el acto reclamado a la Secretaría 
de Administración y Finanzas y Director de Recursos Humanos 
de la Secretaría de Administración y Finanzas, ambos del 
Gobierno del Estado de Sinaloa, con residencia en esta ciudad, 

para los efectos indicados en el último considerando de esta 

sentencia.

Notifíquese.

Lo resolvió y firma Carlos Reyes Flores, Juez Primero de 

Distrito en el Estado de Sinaloa, con sede en Culiacán, ante 

Alejandro Díaz Juárez, secretario que autoriza y da fe.
Paulina*
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OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 09/09/26 18:06:38 - 09/09/26 12:06:38

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.6b.43

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 09/09/26 18:06:39 - 09/09/26 12:06:39

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 203930718

Datos estampillados: wuSU0FX3PF/96Ce+G2DUaf9YwCo=
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FIRMANTE
Nombre: CARLOS REYES FLORES Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.74.90 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

09/09/26 18:27:24 - 09/09/26 12:27:24 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

25 7e 6e 33 5e c9 d3 68 5a a0 d3 88 66 b9 3b 0d
4d bb 22 d3 1f a2 ea 7f 66 be 4d 55 f7 a7 6a 81
a3 0d 5d a6 12 ba 07 77 ef 3a 93 83 8f 7e 92 d2
a4 d6 12 a1 e6 3b d6 a5 9b 97 3b 62 dc 0c 2b 51
e7 2e 0a b5 44 77 6c 41 48 3b e8 47 59 7f 73 de
8e 96 c4 65 b9 c5 67 08 6d eb 7d 7b 49 83 47 60
57 92 97 c1 83 91 ed 44 7e e7 9a 6b 0b 0d 93 5e
1d 70 75 7a dc b8 0e f2 9d b0 3a bb 87 95 e4 88
f3 2b fa 5b fa d1 28 af a7 77 29 dc 04 11 a7 5a
8e b1 df db fd 4c e7 c6 6d c3 d6 89 f9 fa 09 07
75 89 f5 f2 cc c0 f9 38 c2 0c 03 51 2d 70 05 b7
c5 58 2d 4b 38 f0 46 bb b4 a8 e0 c9 a4 b0 b0 cb
13 2e 76 b9 44 b4 5c a8 4b 1f d7 1d f6 a6 db 37
e0 71 1f 05 a6 6f 79 60 78 54 50 18 c6 27 e2 b7
f7 5a d6 49 f1 92 7a dd 1d b9 d1 93 01 37 8a cc
4c 74 d3 50 54 db 36 a1 a1 f6 33 91 45 1e 36 a2
b6 2e 28 ff 3b d9 c2 b6 cb be 1c e5 c4 eb 53 29
de 00 69 c9 d5 72 6d ff 96 0a b3 cd 5c 9a ef d2
07 c6 11 7e 23 24 a1 38 56 03 5f 67 ab d8 aa 13
61 ca bb 65 6f bb 76 0d 1d 47 c6 f5 dd cf 21 a2
91 1f ad 64 1c 3a 66 65 03 56 a3 89 64 ec a6 68
91 61 65 01 e2 f5 27 92 45 c6 e6 19 07 f3 f1 93
4c 8b 81 be 8b 73 ce 99 95 f3 91 99 a7 70 6f cd
64 ac fd a3 11 ac 95 c2 43 7b 8f 81 fd 8c 29 07

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 09/09/26 18:27:24 - 09/09/26 12:27:24

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.74.90

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 09/09/26 18:27:24 - 09/09/26 12:27:24

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 203956171

Datos estampillados: RsJ5othKZmFUI3NiwCa3ACAGlpw=
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aEl nueve de septiembre de dos mil veintiseis, el licenciado Alejandro Díaz

Juárez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Primero de Distrito en el
Estado de Sinaloa, hago constar y certifico que en esta versión pública no
existe información clasificada como confidencial o reservada en términos de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


